ACTOS SEXUALES CON MENOR DE 14 AÑOS
RADICACIÓN: 66318610654920190000101
PROCESADO: GGG 
CONFIRMA
A N°084

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
EXCLUSIÓN PROBATORIA / REGISTRO CIVIL DE NACIMIENTO / ES DOCUMENTO PÚBLICO REVESTIDO DE PRESUNCIÓN DE AUTENTICIDAD Y LEGALIDAD / POR LO TANTO, NO ES NECESARIO TESTIGO DE ACREDITACIÓN PARA INCORPORARLO AL PROCESO / TESTIMONIO SOBRE HECHOS AJENOS A LOS INVESTIGADOS / NO SON PROCEDENTES / MENOS SI AMENAZAN INTIMIDAD DE MENOR VICTIMA DE ABUSO SEXUAL.
En acatamiento al principio de limitación que orienta el tema de la interposición del recurso de apelación, a la Sala solo le está permitido hacer un pronunciamiento acerca de lo que ha sido el tema objeto de alzada; es decir, la admisión del registro civil de nacimiento del menor víctima como prueba documental de la Fiscalía, y la inadmisión del testimonio del señor DANI DANIEL QUINTERO, por tanto, y para resolver el recurso de alzada, se resolverán los siguientes interrogantes: (i) ¿se requiere un testigo de acreditación para ingresar al juicio un documento público?; y (ii) ¿se puede indagar a los testigos acerca del comportamiento social de la víctima en situaciones anteriores a los hechos que se investigan? (…)
… cabe recordar que el registro civil de nacimiento es un documento que permite reconocer la existencia e individualización de una persona, y a su vez los derechos y deberes frente a la sociedad y la familia, y su expedición está en cabeza de la Registraduría Nacional del Estado Civil, notarias o consulados. En ese orden de ideas, no existe discusión alguna que se trata de un documento público, lo cual traduce y significa que goza de la doble presunción de autenticidad y legalidad, con lo cual, pueden ingresar directamente al juicio por parte de la Fiscalía General de la Nación, sin la necesidad de presentar testigo de acreditación. (…)
… sobre esa protección que les asiste a las personas afectadas con un abuso sexual, con mayor razón si son menores de edad, el órgano de cierre en materia constitucional consignó:

"[…] Cuando las pruebas solicitadas relativas a la vida íntima de la víctima no cumplen con estos requisitos, y se ordena su práctica, se violan tanto el derecho a la intimidad como el debido proceso de las víctimas, pues la investigación penal no se orienta a la búsqueda de la verdad y al logro de la justicia, sino que se transforma en un juicio de la conducta de la víctima, que desconoce su dignidad y hace prevalecer un prejuicio implícito sobre las condiciones morales y personales de la víctima como justificación para la violación…”
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RAMA JUDICIAL
TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
SALA DE DECISIÓN PENAL

Magistrado Ponente

 JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, diecinueve (19) de noviembre de dos mil diecinueve (2019)
  ACTA DE APROBACIÓN No 1053
SEGUNDA INSTANCIA

	Fecha y hora de lectura: 
	Noviembre 20 de 2019. 9:04 a.m.

	Imputado: 
	GGG  

	Cédula de ciudadanía:
	18.600.999 expedida en Guática (Rda.)

	Delito:
	Actos Sexuales con menor de catorce años

	Víctima:
	J.S.G.P.

	Procedencia:
	Juzgado Único Promiscuo del Circuito de Quinchía (Rda.)

	Asunto:
	Decide apelación interpuesta por la defensa contra el auto proferido en octubre 07 de 2019, por medio del cual se admitió una prueba documental de la Fiscalía y se inadmitió un testigo de la defensa. SE CONFIRMA. 


El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira pronuncia la decisión en los siguientes términos:

1.- hechos Y precedentes

La situación fáctica jurídicamente relevante y la actuación procesal esencial para adoptar la decisión, se pueden sintetizar así: 
1.1.- En el escrito de acusación se dejó consignado lo siguiente:

“El 17 de enero del años que avanza la señora MÓNICA YANETH PINEDA AMAYA entabla denuncia penal en contra del señor… “Michel”, porque su menor hijo J.S.G.P le manifestó que cuando fue a motilarse en la peluquería de este señor, lo sentó en una silla y empezó a bajarle sus manos hasta sus partes genitales cuando lo peluqueaba, que lo llevó hacía la parte de atrás para lavarle el cabello y ahí lo siguió tocando y rozando su zona genital por encima de su ropa, que Michel le decía que lo tocara, se le insinuaba y se le acercaba y le decía “toque, toque”, agrega diciendo que lo retuvo atrás por mucho tiempo y no lo dejaba salir, que se le atravesaba, lo acorralaba para impedir su salida; que le decía que fuera a orinar y que después que salió del baño lo siguió tocando por encima de la ropa y le decía que rico, que belleza y que después de muchos intentos logró salir de la peluquería y que Michel le dijo “lo que pasa aquí se queda aquí mucho cuidado con lo que va a decir”. Dice su señora madre que a raíz de este episodio el niño está asustado por dichas amenazas, tiene miedo que le haga algo a él, tiene dificultades para dormir, no quiere estar solo y que le da miedo ir a la tienda por temor a encontrarse a Michel”.
1.2.- La Fiscalía solicitó orden de captura contra GGG, la cual se hizo efectiva en junio 07 de 2019, a consecuencia de lo cual se legalizó la captura y se formuló imputación al indiciado (junio 08 de 2019) por el cargo de acto sexuales con menor de catorce años agravado -artículo 209 C.P.-, cargo que el indiciado NO ACEPTÓ.
1.3.- Ante esa no aceptación unilateral de cargos la Fiscalía presentó formal escrito de acusación por medio del cual formuló idénticos cargos al procesado, cuyo conocimiento correspondió al Juzgado Único Promiscuo del Circuito de Quinchía (Rda.), autoridad que adelantó la correspondiente audiencia de formulación de acusación (agosto 22 de 2019) y preparatoria (octubre 07 de 2019), en la cual las partes efectuaron sus solicitudes probatorias, y el funcionario judicial procedió a admitir tanto las de la Fiscalía como las de la defensa, a excepción de los testimonios de ONEIDA JARAMILLO y DANI DANIEL QUINTERO por impertinentes.
El juez a quo inadmitió dichos testimonios por cuanto nada irían a decir acerca de la conducta delictiva por la cual se está juzgando el señor GGG, y sería la psicóloga o psiquiatra que atendió al menor quien podría declarar acerca del comportamiento del menor, pero no dichos testigos.
1.4.- La defensa interpuso el recurso de apelación, no solo por la inadmisión de esos testimonios, sino por la admisión del Registro Civil de Nacimiento de J.S.G.P como prueba documental de la Fiscalía, como quiera que el juez no atendió su solicitud de inadmisión.
2.- Debate

2.1.- Defensa -recurrente-

Si bien es cierto en el escrito de acusación el registro civil de nacimiento figura como el elemento material probatorio No 1, también lo es que dicho documento no puede ingresar al juicio con cualquier persona.

Aunque por regla general los documentos públicos se presumen legalmente obtenidos, su ingreso al juicio oral no puede ser a través del fiscal. La regla establece que los documentos se deben ingresar con la persona que lo recolectó o quien lo suscribió con el fin de acreditar su autenticidad.

En la audiencia de formulación de acusación el fiscal fue muy claro en manifestar que no aportaría los anexos del informe signado por el subintendente LEONARDO MONTES, y al revisarse dicho informe se observa que el investigador fue quien obtuvo el registro civil de nacimiento, por tanto, se debe introducir con dicho testigo.
En cuanto a los testigos que fueron inadmitidos, precisa que solo argumentará la apelación en relación con el señor DANI DANIEL QUINTERO, por cuanto la otra testigo también declararía sobre lo mismo.

Refiere que en su momento sustentó la pertinencia, conducencia y utilidad del testigo, quien para el año 2018 se desempeñaba como coordinador del grupo donde estudiaba el menor, y en el año 2019 le dio clases. El señor DANI DANIEL puede hablar desde el punto de vista académico y de convivencia cuál era la actitud de este niño, y qué señalamientos hizo contra otros compañeros. Así mismo recordará que por ese comportamiento el menor fue enviado a psicorientación, y posteriormente fue trasladado al hospital psiquiátrico para que recibiera tratamiento.
El señor QUINTERO sí tenía un contacto directo con el estudiante y lo trataba constantemente, por tanto, su declaración es de importancia para la defensa. Y aunque en los delitos sexuales por lo regular el único testigo directo es la víctima, los hechos si se pueden corroborar con otros EMP. Lo que se pretende en este asunto es demostrar los problemas psiquiátricos, psicológicos y familiares de la víctima.

Solicita se revoque la decisión, y como consecuencia de lo anterior se inadmita el registro civil de nacimiento como prueba documental de la Fiscalía, y se admita el testimonio de DANI DANIEL QUINTERO.

2.2.- Fiscalía -no recurrente-

En relación con la solicitud consistente en que no se tenga en cuenta el registro civil de nacimiento, reitera el contenido del artículo 429 CPP e insiste en que el fiscal puede introducir dicho documento; en consecuencia, solicita se mantenga en firma la decisión en cuanto a esa prueba.

Igualmente pide que no se revoque la decisión que inadmitió el testimonio de DANI DANIEL QUINTERO, por cuanto ese no es el testigo idóneo para hablar sobre el comportamiento del menor.
3.- Para resolver, se considera

3.1.- Competencia

La tiene esta Colegiatura de conformidad con los factores objetivo, territorial y funcional a voces de los artículos 20, 34.1 y 178 de la Ley 906 de 2004 -modificado este último por el artículo 90 de la Ley 1395 de 2010, al haber sido oportunamente interpuesta y debidamente sustentada una apelación contra providencia susceptible de ese recurso y por una parte habilitada para hacerlo -en nuestro caso la defensa-.

3.2.- Problema jurídico planteado
En acatamiento al principio de limitación que orienta el tema de la interposición del recurso de apelación, a la Sala solo le está permitido hacer un pronunciamiento acerca de lo que ha sido el tema objeto de alzada; es decir, la admisión del registro civil de nacimiento del menor víctima como prueba documental de la Fiscalía, y la inadmisión del testimonio del señor DANI DANIEL QUINTERO, por tanto, y para resolver el recurso de alzada, se resolverán los siguientes interrogantes: (i) ¿se requiere un testigo de acreditación para ingresar al juicio un documento público?; y (ii) ¿se puede indagar a los testigos acerca del comportamiento social de la víctima en situaciones anteriores a los hechos que se investigan? 
· (i) el testigo de acreditación frente a documentos públicos
Podría pensarse, prima facie, que este asunto en particular no puede ser materia de apelación por la parte inconforme -defensa-, con fundamento en que las decisiones judiciales que admiten pruebas no son susceptibles del recurso de apelación, tal cual lo tiene decantado la jurisprudencia
. No obstante, como es sabido, sí admiten impugnación aquellas que rechazan una exclusión probatoria, y entiende la Corporación que aquí de lo que se trata es de la negación de una exclusión como quiera que la parte inconforme no discute la admisibilidad del registro civil de nacimiento que se pretende introducir dado que se trata de un documento por supuesto pertinente, conducente y útil. La discusión radica básicamente en que al decir de la defensa, el fiscal había descartado expresamente la introducción de los anexos de un informe de investigador de campo, dentro del cual estaba justamente ese documento, con lo cual -asegura-, es ILEGAL su introducción al no contarse con un testigo de acreditación.
Así las cosas, la Sala aceptará penetrar en esa discusión de fondo, y se hará en los siguientes términos:

La letrada que representa los intereses del procesado asegura que el registro civil de nacimiento del menor víctima no puede ser admitido como prueba documental por cuanto el señor fiscal renunció a los documentos anexos del informe suscrito por el S.I. LEONARDO MORALES, y, por tanto, ya no cuenta la Fiscalía con un testigo con el cual pueda ingresar a juicio dicho documento.
A ese efecto cabe recordar que el registro civil de nacimiento es un documento que permite reconocer la existencia e individualización de una persona, y a su vez los derechos y deberes frente a la sociedad y la familia, y su expedición está en cabeza de la Registraduría Nacional del Estado Civil, notarias o consulados
. En ese orden de ideas, no existe discusión alguna que se trata de un documento público, lo cual traduce y significa que goza de la doble presunción de autenticidad y legalidad, con lo cual, pueden ingresar directamente al juicio por parte de la Fiscalía General de la Nación, sin la necesidad de presentar testigo de acreditación. 
Sobre este tópico la CJS en sentencia de junio 01 de 2017, rad. 46278, expresó:

“[…] La Corte juzga necesario reconsiderar parcialmente ese criterio y retomar de nuevo aquel según el cual el testigo de acreditación sólo se torna indispensable para introducir al juicio oral los documentos sobre los cuales no recae la presunción de autenticidad a que se refiere el artículo 425 de la Ley 906 de 2004, de tal manera que aquellos que gozan de esa presunción pueden ser ingresados directamente por la parte interesada. 

Ese es el lógico y justo alcance que debe atribuirse tanto al literal d) del numeral 5 del artículo 337 de la Ley 906 de 2004, como al artículo 63 de la Ley 1453 de 2011, porque si la finalidad del testigo de acreditación es demostrar la autenticidad del documento, no tiene ningún sentido hacerlo cuando el mismo goza de esa presunción. Ésta tiene como implicación que se invierta la carga de la prueba, de modo que será a la otra parte a quien le corresponderá desvirtuarla, si considera que la escritura es falsa total o parcialmente.
Desde luego, no se discute que para poder ejercer en esos términos la debida confrontación es necesario que la contraparte conozca a cabalidad el contenido del documento. Pero, para la Sala, ese derecho se garantiza plenamente con el descubrimiento de la prueba en las oportunidades que la ley prevé para el efecto y con su solicitud y decreto en la audiencia preparatoria.

No es, por tanto, que el artículo 63 de la Ley 1453 de 2011, al emplear el vocablo “podrá”, establezca una facultad discrecional para la parte, pues frente a los documentos que no gozan de la presunción de autenticidad sí se requiere obligatoriamente el testigo de acreditación. Respecto de ellos quien los introduce al juicio oral tiene la carga de demostrar la forma como se obtuvieron, quién los suscribió, si son originales o copias y los datos generales referentes a su contenido, es decir, conforme se señaló en CSJ SP, 21 febr. 2007, rad. 25920, le corresponderá “afirmar en la audiencia pública que un documento es lo que la parte dice que es”, todo en orden a demostrar su genuinidad. 
Esa obligación, se insiste, no opera en relación con los documentos enlistados en el artículo 425 de la Ley 906 de 2004, entre los cuales se encuentran los públicos, pues ellos gozan de presunción de autenticidad, de manera que los mismos, como se dijo en precedencia, pueden ser ingresados directamente en el juicio oral por la parte interesada, a condición de que hayan sido descubiertos oportunamente y su práctica solicitada y decretada en la audiencia preparatoria. Deberá sí, previamente a ser entregados al juez, dársele traslado a la contraparte para que ésta verifique que se trata de los mismos documentos descubiertos y cuya práctica se ordenó en su momento”. (Negrillas y subrayado excluidos) 

Es verdad, no se discute, que el señor fiscal renunció a los anexos del informe de fecha mayo 24 de 2019, en el cual el investigador dejó plasmada la forma en que obtuvo el susodicho registro civil de nacimiento. Empero, también es totalmente verídico, que dicho documento fue anunciado desde el mismo escrito de acusación como uno de los EMP que sería llevado a juicio oral por parte del ente persecutor, e incluso identificado como #1, lo cual reiteró el delegado en las respectivas audiencias de formulación de acusación y preparatoria a efectos de su cabal descubrimiento. Así las cosas, estamos frente a un documento que sí fue pretendido expresamente como prueba de manera oportuna por la parte interesada para hacerlo.
Y es que no podía ser otra manera, porque incluso, como es sabido, se trata de una prueba documental de carácter ESENCIAL en los punibles de orden sexual donde son víctimas menores de edad.

Así las cosas, el Tribunal concluye que la decisión del señor juez a quo de negar la exclusión de ese medio probatorio estuvo ajustada a derecho y amerita su cabal confirmación.

· (ii) Declaración del testigo sobre comportamientos y situaciones anteriores vividas por la víctima.
La señora defensora señala que el testimonio del señor DANI DANIEL QUINTERO es pertinente, conducente y útil, toda vez que en su condición de coordinador de grupo del colegio donde estudiaba el menor J.S.G.P. tuvo un contacto directo con él y podrá narrar acerca de los señalamientos que este hizo contra otros compañeros, y declarará sobre los problemas psiquiátricos, psicológicos y familiares de la víctima.

El juez de primer nivel sostuvo que dicho testimonio es impertinente porque no tiene relación directa con los episodios que aquí se investigan, ya que su finalidad es probar ciertas condiciones de salud mental del menor y algunos señalamientos que presuntamente hizo contra otras personas; de ese modo, dicha declaración puede atentar contra la intimidad de la víctima.

Precisamente sobre esa protección que les asiste a las personas afectadas con un abuso sexual, con mayor razón si son menores de edad, el órgano de cierre en materia constitucional consignó:

"[…] Cuando las pruebas solicitadas relativas a la vida íntima de la víctima no cumplen con estos requisitos, y se ordena su práctica, se violan tanto el derecho a la intimidad como el debido proceso de las víctimas, pues la investigación penal no se orienta a la búsqueda de la verdad y al logro de la justicia, sino que se transforma en un juicio de la conducta de la víctima, que desconoce su dignidad y hace prevalecer un prejuicio implícito sobre las condiciones morales y personales de la víctima como justificación para la violación. Cuando la investigación penal adquiere estas características, la búsqueda de la verdad se cumple de manera puramente formal, totalmente ajena a la realización de las finalidades del proceso penal, y por lo tanto violatoria de los derechos de la víctima y, por consecuencia, del debido proceso.

De lo anterior se concluye, que las víctimas de delitos sexuales, tienen un derecho constitucional a que se proteja su derecho a la intimidad contra la práctica de pruebas que impliquen una intromisión irrazonable, innecesaria y desproporcionada en su vida íntima, como ocurre, en principio, cuando se indaga genéricamente sobre el comportamiento sexual o social de la víctima previo o posterior a los hechos que se investigan. Tal circunstancia, transforma las pruebas solicitadas o recaudadas en pruebas constitucionalmente inadmisibles, frente a las cuales tanto la Carta como el legislador ordenan su exclusión […]”

Queda claro, que no hay lugar a introducir pruebas en torno a acontecimientos ajenos a los que son materia de esta averiguación, con miras a intentar demostrar que el aquí afectado sufrió o se quejó en el pasado de otros atentados contra su integridad sexual.

Y si lo que se pretende es demostrar las afectaciones psicológicas o psiquiátricas que sufre el menor quizá a consecuencia de esos pretéritos episodios, una tal situación, como bien lo sostuvo el funcionario a quo, puede probarse por intermedio de la psicóloga –Dra. Angélica María Vallejo Sarmiento-, cuyo testimonio ya fue decretado como prueba de la defensa. 
Indicó la apoderada del acusado que las declaraciones de DANI DANIEL QUINTERO y la psicóloga se referirán a “temas diferentes”, como quiera que el primero narrará lo que percibió como docente en tanto esta lo hará en torno a su intervención profesional. Empero, a juicio del Tribunal, lo atendible es lo segundo y no lo primero, porque lo pretendido con el coordinador de grupo es allegar información que hace alusión a hechos ajenos a este juzgamiento, que por supuesto involucran situaciones que podrían atentar real o potencialmente contra la intimidad del menor, porque incluso advirtió la defensa que se traerán a cuento señalamientos a terceras personas y problemas familiares de cuyo contenido no hizo ninguna precisión, todo lo cual abre las puertas a que se haga referencia a sujetos sin ninguna vinculación con este proceso, o a involucrar asuntos del fuero interno del infante. 
En ese orden de ideas, es totalmente impertinente decretar el testimonio del docente de la institución educativa donde estudiaba el menor, y la situación referida al comportamiento social de la víctima, que es lo que en esencia trasciende, se deberá canalizar por intermedio del testimonio experto de la psicóloga que ya ha sido decretado a favor de los intereses defensivos.

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), Sala de Decisión Penal, CONFIRMA la decisión objeto de alzada.
Esta determinación queda notificada en estrados y contra ella no procede recurso alguno.

Los Magistrados, 

Los Magistrados, 
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
      JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
� CSJ, Auto SP4812/16, proceso 47469.


� Ley 92 de 1938, Decreto 1260 de 1970, y art. 118 ley 1395 de 2010.


� Sentencia T-453/05





Página 8 de 8

